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Comentario

por louis martin
La muerte de 26 estudiantes de prima-

ria y personal escolar el 14 de diciembre 
en la escuela primaria Sandy Hook en 
Newton, Connecticut, ha provocado un 
intenso debate entre políticos y comen-
taristas tanto de la izquierda como de 
la derecha de la política burguesa. Pero 
todas las “soluciones” que proponen, 

desde el control de las armas al aumento 
del número de policías armados en las 
escuelas, tienen como blanco algo en co-
mún: los derechos del pueblo trabajador.

La demanda de aumentar el control de 
la posesión de armas ha sido encabezado 
por figuras liberales como el alcalde de 
Nueva York Michael Bloomberg y la se-
nadora de California Dianne Feinstein.

El presidente Barack Obama le pidió 
al congreso que reinstituyera la prohibi-
ción de armas automáticas de asalto que 
expiró en 2004 y que aprobara leyes que 
requieran una verificación de antece-
dentes a cualquier persona que compre 
armas de fuego de vendedores privados.

Obama asignó al vicepresidente 
Joseph Biden para que dirija la campaña 
a favor de restricciones a la compra de 

por john studer
Documentos recién publicados del 

FBI muestran la magnitud del espio-
naje que han realizado contra las acti-
vidades de protesta del movimiento de 
“Ocupar”, así como también el involu-
cramiento de otras agencias policiales 
y de policías privados en estas opera-
ciones, y en especial su preocupación 
por cualquier apoyo de los activistas de 
Ocupar hacia las luchas obreras y otras 
luchas sociales a favor de los intereses 
del pueblo trabajador.

Después de un año de evasiones, el 
FBI entregó a la Partnership of Civil 
Justice Fund (PCJF), un bufete de abo-
gados de libertades civiles, decenas de 
documentos muy censurados sobre su 
espionaje y supervisión de las activida-
des del movimiento Ocupar.

El 21 de diciembre el gobierno pu-
blicó 99 páginas —de las 387 que ellos 
dicen que “revisaron”— en respuesta 
a la petición de la PCJF bajo la Ley de 
Libertad de Información .

“Esta producción, que nosotros cree-
mos es solo la punta del iceberg, es una 
ventana al alcance nacional del espiona-
je del FBI de manifestantes pacíficos or-
ganizados por el movimiento Ocupar”, 
dijo Mara Verheyden-Hilliard, directora 
ejecutiva del PCJF, en una declaración 
emitida con copias de los archivos.

Sigue en la página  11

Malcolm X, la liberación de los negros y 
el camino al poder obrero         
por Jack Barnes
 $10 con una suscripción al Militante  (normalmente $20)   

Los Cinco Cubanos: Quiénes son, por 
qué les fabricaron un caso, por qué 
deben ser liberados    
$3 con una suscripción (normalmente $5)

Las mujeres en Cuba: Haciendo una 
revolución dentro de la revolución  
por Vilma Espín, Asela de los Santos, Yolanda 

Ferrer   
$10 con una suscripción (normalmente $20) 

La clase trabajadora y la 
transformación de la educación 
por Jack Barnes    
 $2 con una suscripción (normalmente $3)

Ofertas especiales

Ver la lista de  
distribuidores en la pág. 8

En España luchan 
contra desahucios
4.85 millones sin empleo, se agudiza crisis capitalista

Sigue en la página 11

POR JOHN STUDER
A medida que se profundiza la cri-

sis económica capitalista en Europa, 
se han elevado súbitamente los des-
ahucios en España, llegando a más de 
500 por día el año pasado. La crisis 
social de la vivienda ha alcanzado ta-
les proporciones que llevar a cabo los 
desahucios es cada vez más difícil, ya 
que los trabajadores, con el apoyo de 
sus vecinos se niegan a salir, e incluso 
en algunos casos la policía se ha nega-
do a desalojar a familias por la fuerza.

Las manifestaciones contra los des-
ahucios estallaron en noviembre des-
pués de que Amaia Egaña, de 53 años, 
se arrojó por la ventana de su apar-

tamento en el cuarto piso cuando los 
alguaciles llegaron para desalojarla. 
Egaña fue la cuarta persona en un mes 
que se suicidio al tener que enfrentar 
un desahucio. Hubo más de 100 suici-
dios por lo mismo el año pasado.

Manifestantes salieron a las calles 
por toda España, con pancartas que 
decían, “No es un suicidio, es un ho-
micidio” y “Ellos la pasta, nosotros los 
muertos”.

Bajo presión, el gobierno del primer 
ministro Mariano Rajoy anunció que 
suspendiera por dos años los desahu-
cios en casos de “dificultad extrema”, 
lo cual afecta a un pequeño porcentaje 

‘No hay otro periódico como el Militante 
que presente el lado de los trabajadores’ 

por Louis Martin
El número anterior del Militante fue 

muy bien recibido cuando distribui-
dores del periódico iban de puerta en 
puerta en barrios obreros y extendían 
apoyo a trabajadores que estaban parti-
cipando en luchas.

“Su periódico es el único que tiene 

Militante/John Naubert

Nathan Brown, miembro del sindicato Teamsters en huelga contra distribuidor de ali-
mentos UNFI en Auburn, Washington, lee el Militante en línea de piquetes el 5 de enero. 

información útil. Voy a leer atentamen-
te acerca de los trabajadores portuarios 
a medida que esta situación se desarro-
lle”, dijo Cedrick Graves, un trabajador 
de almacén de 45 años, originario de 
Trinidad, a los partidarios del Militante 
que tocaron a su puerta en Houston. El 

Reuters/Albert Gea

Elizabeth Marquez, de Ecuador, mira desde su balcón en Badalona, España, el 11 de 
diciembre, mientras partidarios se concentran afuera para prevenir que sea desalojada. 

Sigue en la página 10 Sigue en la página 10
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Resisten desahucios en España

India: Exigen derechos a la mujer 
tras violación, muerte de una joven

Daniel Berehulak/Getty Images

Protesta en Nueva Delhi, 22 de diciembre, denuncia violación de una mujer agredida la semana 
anterior. Murió de sus heridas el 29 de diciembre. Las mujeres “exigen su lugar en la vida públi-
ca sin ataques”, dijo Sudha Sundararaman de la Asociación de la Mujer Democrática.

POR emma johnson
La violación en grupo y asesinato 

de una estudiante de 23 años de edad 
en India ha provocado protestas en el 
país contra el abuso de las mujeres en 
una escala nunca antes vista. Las au-
toridades —tomados por sorpresa por 
la magnitud de la indignación pública, 
la atención de la prensa y a nivel in-
ternacional— respondió con ataques 
y restricciones contra las protestas.

Seis hombres violaron a la joven, 
cuyo nombre no se ha divulgado, en un 
bus en Nueva Delhi el 16 de diciembre. 
La mujer, a quién le causaron lesiones 
internas masivas y daño cerebral, falle-
ció el 29 de diciembre.

En los días posteriores al asalto, mi-
les de personas salieron a las calles para 
protestar frente al parlamento y la sede 
policial. Estudiantes universitarios le-
vantaron barricadas por toda la ciudad, 
causando masivos tapones de tráfico.

“Ha habido una reacción enorme, 
casi como una erupción”, dijo Sudha 
Sundararaman, secretaria general de la 
Asociación Panindia Democrática de 
Mujeres, al Militante en una entrevista 

telefónica desde Nueva Delhi. “Creo 
que la pura brutalidad del asalto es una 
de las razones por qué la gente reaccio-
nó. Fue una barbaridad”. Su grupo ha 
sido uno de los organizadores de las ma-
nifestaciones.

Organizadores de las protestas han 
exigido que los tribunales aceleren 
el progreso de unos 100 mil casos de 
violación; que la policía registre las 
acusaciones de violación con pron-
titud; que el parlamento celebre una 
sesión especial sobre las leyes contra 
la violación, acoso sexual y abuso de 
menores; y que despidan al comisio-
nado de policía de Delhi por su mane-
jo de las protestas.

Llamados reaccionarios para hacer 
la violación punible con muerte y refor-
zar patrullas policiales también han sido 
parte de las protestas.

Prem Shankar Jha, ex redactor del 
Hindustan Times, le dijo al New York 
Times el 23 de diciembre que hay más 
de 80 mil denuncias de violaciones con-
tra los derechos humanos en India con-
tra los agentes de policía cada año.

La policía india detuvo a seis personas 

en relación con el ataque, cinco hombres 
y un joven.

Una fuente de la policía le dijo a 
Reuters el 1 de enero que la policía está 
pidiendo la pena de muerte contra cua-
tro de los acusados, y que ellos proba-
blemente serán acusados también de 
violación en grupo, secuestro y destruc-
ción de pruebas.

Autoridades de la ciudad respon-
dieron con una prohibición de las 
protestas. Funcionarios del gobierno 
suplicaron por televisión nacional que 
la gente se mantenga fuera de las ca-
lles. Las protestas, especialmente en 
las zonas de clase media, continuaron 
a pesar de la prohibición y alcanzaron 
su punto máximo el 23 de diciembre. 
La policía lanzó gases lacrimógenos 
y cañones de agua, golpearon a los 
manifestantes con palos de bambú y 
detuvieron a decenas de personas.

Después de la muerte de la mujer 
las autoridades desplegaron miles 
de policías, cerraron 10 estaciones 
de metro y prohibieron vehículos en 
las calles principales en el centro de 
Delhi para prevenir más protestas.

Según Sundararaman las mujeres 
están tomando un paso adelante, espe-
cialmente las mujeres jóvenes. “Exigen 
sus derechos, no aceptan la culpa por los 
abusos que sufren. Exigen su lugar en la 
vida pública sin ataques”.

de los que están en peligro de perder  
sus hogares. Pero aun en esos casos 
los intereses por la hipoteca se siguen 
acumulando. La economía de España 
cayó en picada en 2007 cuando estalló 
una masiva burbuja del sector inmo-
biliario en medio de la creciente crisis 
mundial de la producción y el comer-
cio capitalistas.

Después de cinco años en los que se 
han profundizado las condiciones de 
depresión, hay 4.85 millones de traba-
jadores desempleados, 10.3 por ciento 
más que hace un año. En 1.7 millones 
de los hogares del país no hay un solo 
miembro de la familia que este reci-
biendo un salario. La Confederación 
Empresarial de Madrid predice que 
el desempleo alcanzará 6 millones en 
2013.

Después de la caída en el mercado 
inmobiliario, el valor de la vivienda 
se desplomó un 26 por ciento mien-
tras que los trabajadores con hipotecas 
vieron desaparecer sus trabajos y sa-
larios.

Bajo las leyes hipotecarias de 
España, con 100 años de antigüedad, 
los “propietarios” deben seguir pagan-
do la hipoteca, inclusive  después de 
perder sus hogares.

Los desahuciados no solo enfrentan 
a menudo una vida de deuda hipote-
caria, sino que además se incluye su 
nombre  en una lista negra que hace 
que sea prácticamente imposible al-

quilar un apartamento en cualquier 
lugar.

España, la cuarta mayor economía 
de la eurozona, no tiene un sistema de 
refugio de emergencia para las fami-
lias que pierden su vivienda.

En un número creciente de barrios 
obreros,  “hay enfrentamientos sema-
nales con la policía y los funcionarios 
bancarios, mientras defensores de la 
vivienda y voluntarios tratan de resis-
tir los desalojos”, informó el New York 
Times,.

A veces tienen éxito. Las presiones 
sociales y algunas manifestaciones 
han hecho que los sindicatos de cerra-
jeros en algunas ciudades se nieguen a 
participar en los desahucios.

Un grupo de protesta, denomina-
do Plataforma de Afectados por la 
Hipoteca, establecida en Barcelona 
hace cuatro años, informa que ha evi-
tado 510 desalojos.

Muchos de los desahuciados se con-
vierten en “okupas”, que vuelven a en-
trar a su antiguo apartamento después 
de haber sido desalojados, o se insta-
lan en edificios abandonados. Debido 
a la caída de la industria inmobiliaria 
se estima que hay 2 millones de unida-
des de vivienda vacías en el país.

“La ocupación ilegal de viviendas ha 
llegado a ser tan común”, informó el 
Times, “que algunas empresas inmobi-
liarias son reacias a poner letreros en el 
exterior de los edificios que indican que 
hay apartamentos disponibles”. 

compró una copia del periódico. 
Graves refería a la cobertura en el 

periódico del conflicto laboral en el 
que están involucrados 14 500 miem-
bros del sindicato de trabajadores por-
tuarios ILA en la costa del golfo y del 
atlántico, y 3 mil miembros del sindica-
to de trabajadores portuarios ILWU en 
la costa oeste. Estos trabajadores están 
luchando contra demandas de conce-
siones que están haciendo los patrones 
portuarios. 

Para complementar la promoción 
de la solidaridad yendo de puerta en 
puerta, los partidarios del Militante or-
ganizaron ventas en las salas de contra-
tación y las entradas de los puertos en 
varias ciudades

“Nos sorprendió cuando leímos que 
los que se oponen al sindicato decían 
que éramos ‘peces gordos’ y ‘codicio-
sos’”, dijo Twain Utley, miembro del 
ILA por 14 años, en una entrevista 
telefónica el día después de que había 
comprado una suscripción al Militante 
en la sala de contratación del Local 24 

del ILA en Houston el fin de semana 
pasado.

Mientras miembros del ILA en el 
Puerto de Newark, Nueva Jersey, se 
vestían para trabajar en el frío el 5 de 
enero, ocho de ellos compraron sus-
cripciones y 31 copias individuales.

“No hay ningún periódico como 
este, que presenta el punto de vista de 
los trabajadores. También me gusta la 
parte en español”, dijo Kelly Garrett 
al comprar una suscripción después de 
escuchar la descripción del periódico y 
echarle un vistazo. 

 “Me gusta un periódico que cubre 
las luchas de los trabajadores en todo el 
mundo. Nunca había oído sobre los tra-
bajadores que luchan por sus derechos 
en Bangladesh”, dijo Tammy Derrick 
mientras compraba una suscripción 
junto con una copia de Malcolm X, la 
liberación de los negros y el camino al 
poder obrero por Jack Barnes, el secre-
tario nacional del Partido Socialista de 
los Trabajadores. 

Derrick estaba en la línea de pique-
tes frente a la United Natural Foods 

en Auburn, Washington. Ella es una 
de los 72 miembros del Local 117 del 
sindicato Teamsters que fueron des-
pedidos por la UNFI después de una 
huelga de dos días en diciembre pro-
vocada por la negativa de la empre-
sa a negociar un nuevo contrato. En 
respuesta los 163 trabajadores de al-
macén y los choferes abandonaron sus 
puestos y se negaron a trabajar hasta 
que los trabajadores despedidos fue-
ran reintegrados a sus puestos.

‘No hay otro periódico como el Militante’
Viene de la portada

Viene de la portada

Vea lista de distribuidores en página 8 o visite pathfinderpress.com 

“La aceleración actual de la crisis capitalista mundial 
también está produciendo una intensificación de los conflictos 
económicos entre las potencias imperialistas rivales. Estos 
pueden desembocar en catastróficas guerras comerciales y 

monetarias, no solo escaramuzas proteccionistas”.  
— Jack Barnes

La marcha del imperialismo  
hacia el fascismo y la guerra  
en Nueva Internacional No. 4 —$16 
Ha comenzado el invierno largo y caliente del 

capitalismo   por Jack Barnes    
en Nueva Internacional No. 6 — $16 

Nuestra política empieza con el mundo   
por Jack Barnes     
en Nueva Internacional No. 7 — $14 

nueva internacional
una revista de política y teoría marxistas



Ambos lados en debate sobre armas son antiobreros

Israel: Enfermeras y obreros 
de celulares ganan huelgas
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Viene de la portada

Por seth galinsky
La huelga de 17 días que realizaron 28 

mil enfermeras y enfermeros en hospi-
tales y clínicas en Israel terminó el 20 de 
diciembre después de que el Ministerio 
de Finanzas aceptó un aumento men-
sual de 1 400 shekels (375 dólares) en 
el salario básico a ser distribuido en los 
próximos cuatro años y medio.

El gobierno también acordó expandir 
las escuelas de enfermería y conceder 
más becas a estudiantes.

El asegurar que las enfermeras con 
salarios más bajos reciban el mismo au-
mento salarial que las que están a la ca-
beza de la escala salarial ayudará a que 
más trabajadores estudien enfermería y 
así ayudar a aliviar la escasez de enfer-
meros, lo cual es una de las metas de la 
huelga, explicó Uri Fleischmann, direc-
tor general de la Unión de Enfermeros 
de Israel. 

Aunque la mayoría de las enfermeras 
en Israel son judías, la enfermería es una 
de las ocupaciones principales de las 
mujeres palestinas que trabajan. En mu-
chos de los mítines de apoyo a la huelga 
los participantes portaban pancartas en 
hebreo y en árabe .

“Realmente no nos importa si los tra-
bajadores son judíos, cristianos o mu-
sulmanes”, dijo Fleischmann. “Estamos 
contentos que todas las enfermeras se 
sumaron a una lucha unificada y esta-

mos satisfechos de lo que logramos”. 
Entretanto, 800 trabajadores de 

la compañía privada Pelephone 
Communications, una de las tres com-
pañías de teléfonos celulares más gran-
des en Israel ganaron reconocimiento de 
su sindicato el 6 de enero. Ellos se fue-
ron en huelga el 10 de diciembre después 
de que la compañía se negó a reconocer 
la federación sindical Histadrut.

“Bajo la ley israelí una vez que se han 
obtenido las firmas de un tercio de los 
trabajadores la compañía supuestamen-
te tiene que reconocer el sindicato”, dijo 
al Militante el trabajador Haim Sahar, 
durante la huelga. “Tenemos las firmas 
de 1 833 trabajadores de una fuerza de 
trabajo de 4 mil empleados. Pero en lu-
gar de hablar con nosotros, el presidente 
de la compañía empezó una guerra con-
tra los trabajadores”.

“Un cien por ciento de los trabajado-

armas y municiones.
El Journal News, un periódico su-

burbano de Nueva York, publicó el 24 
de diciembre un mapa con los nombres 
y direcciones de personas con permisos 
para poseer armas de fuego en los con-
dados de Westchester y Rockland.

Al otro lado del debate burgués, 
Wayne LaPierre, director ejecutivo de 
la Asociación Nacional del Rifle, se 
opuso a los llamamientos del gobierno 
por aumentar las restricciones al acceso 
a las armas durante una rueda de pren-
sa el 21 de diciembre. En lugar de esto, 
exigió que el gobierno estacione policías 
armados en todas las escuelas públicas 
del país y que mantenga una “base de 
datos activa de los enfermos mentales a 
nivel nacional”.

“Lo único que puede detener a una 
persona mala con un revolver”, dijo, “es 
una persona buena con un revolver”.

LaPierre culpó por la balacera a los 
medios de comunicación, a Hollywood 
y a los creadores de juegos de videos, 
quienes dijo representan una “industria 
corrompedora oculta, que vende y siem-
bra la violencia contra su propia gente”, 
según el Los Angeles Times.

Joe Arpaio, el alguacil del conda-
do de Maricopa, en Arizona, anunció 
planes para movilizar a “cuadrillas” de 
voluntarios armados en las escuelas de 
Phoenix.

Bloomberg, el cual el Times calificó 
como “dirigente del coro” de la cam-
paña por el control de armas, defendió 
lo que él llamó los métodos “proacti-
vos” que utiliza la policía de la ciudad. 
“Enviamos a nuestros oficiales de poli-
cía a los lugares problemáticos donde se 
encuentran las personas problemáticas”, 
dijo en el programa de la cadena NBC 
“Meet the Press”, el 16 de diciembre, 
elogiando la política de “detener y re-
gistrar” de la ciudad de Nueva York que 

hace blanco fundamentalmente de hom-
bres jóvenes afroamericanos y latinos.

“Lo mejor que podemos hacer es in-
tentar detenerlos, desarmarlos y disuadir 
“entretenimientos” que puedan inten-
sificar impulsos homicidas ya existen-
tes”, escribió el columnista conservador 
Charles Krauthammer en el Washington 
Post el 20 de diciembre. Llamó a que el 
enfoque fuera hacia los que describió 
como “un pequeño número de cuadros 
de hombres jóvenes inestables, profun-
damente trastornados y peligrosamente 
aislados”.

“Pero hay un precio”, añadió. “El con-
trol de armas infringe en los derechos 
de la Segunda Enmienda [de la cons-
titución]; el compromiso involuntario 
infringe en la cláusula de libertades de 
la Quinta Enmienda; frenar las ‘diver-
siones’ violentas infringe en la libertad 
de expresión de la Primera Enmienda”.

“Son muchas las transgresiones, mu-
chas enmiendas”, dijo. “Pero no hay 
nada gratis. El aumento de la seguridad 
ciudadana casi siempre implica restrin-
gir las libertades”.

La segunda enmienda de la consti-
tución, así como el resto de la Carta de 
Derechos fue conquistada en lucha por 
los trabajadores y agricultores y sirve 
para restringir y protegernos del gobier-
no. Esta enmienda garantiza el “derecho 
de la persona a poseer y portar armas” 
contra los abusos del gobierno.

Los que se oponen a la segunda en-
mienda dicen en aras de la “seguridad 
pública” es necesario desechar este de-
recho como una reliquia del pasado, pro-
mulgado en una época diferente cuando 
existían las milicias populares y antes de 
la invención de las armas automáticas.

Pero el pueblo trabajador no está me-
jor protegido con un monopolio de las 
armas en las manos de policías y otros 
cuerpos armados cuya función es prote-
ger la propiedad y los privilegios de los 

explotadores capitalistas. La defensa de 
los derechos de todos los trabajadores 
contra las crecientes transgresiones de 
los patrones y su gobierno, es más, no 
menos, importante hoy, a medida que 
la clase patronal aumenta sus ataques 
contra nuestros salarios y condiciones 
de trabajo.

La segunda enmienda es una de las 
protecciones constitucionales que el 
pueblo trabajador utilizó como parte de 
las batallas proletarias de masas por los 
derechos de los negros en la década de 
1960. Organizaciones como los Decanos 
para la Defensa y la Justicia y el capítulo 
de la organización NAACP dirigido por 
Robert Williams en Monroe, Carolina 
del Norte, usaron su derecho a portar ar-
mas y usarlas para frenar a los matones 
racistas y policías, para proteger las pro-
testas sociales y las comunidades negras 
y prevenir el derramamiento de sangre.

A la vez, el movimiento obrero no 
tiene nada en común con las políticas 
sobre el derecho a las armas de organi-
zaciones de milicias derechistas, o de 
“justicieros”, ni de las llamadas leyes de 
“Stand your Ground” (Defiende tu posi-
ción) que los defienden. Pero la batalla 
política de la clase obrera contra estos 
movimientos y leyes reaccionarios no 
puede avanzar con llamamientos por 
más restricciones del gobierno contra 
los derechos del pueblo trabajador.

La violencia antisocial y los asesi-
natos sin sentido no provienen de los 
juegos de video o del derecho legal a 
poseer armas. No son el producto de 
demasiados derechos constitucionales o 
insuficiente número de policías armados 
en cada esquina. Son en primer lugar y 
por encima de todo, el producto de las 
relaciones sociales bajo el capitalismo, 
reforzadas por la brutalidad policial, las 
muertes y mutilaciones en el trabajo y 
las sangrientas guerras de conquista en 
el extranjero.

Hadar Zevulun

Enfermeras en Israel el 16 de diciembre con pancartas en árabe y hebreo. Huelga ganó 
aumento salarial y acuerdo del gobierno de aliviar escasez de enfermeras.

res árabes en la central de llamadas de 
Umm alFahm se sumaron a la huelga”, 
dijo. “Ahora la compañía dice que po-
drían cerrar el centro de llamadas por 
ser un riesgo de seguridad. ¿Cómo pue-

de ser un riesgo de seguridad?”
Trabajadores en otras empresas de 

teléfonos celulares han contactado a los 
huelguistas para pedir ayuda a organi-
zar la unión en su lugar de trabajo.

Los archivos entregados a la PCJF 
contienen informes de espionaje policial 
en 32 ciudades.

Decenas de agencias federales, gru-
pos policiales estatales y locales, poli-
cías universitarios y fuerzas de seguri-
dad de bancos y negocios a través del 

país se encuentran en la lista de parti-
cipantes en reuniones con el FBI sobre 
protestas planeadas y sobre los activis-
tas de Ocupar.

Entre estos están los Centros de 
Fusión FBI-policía y afiliados locales 
del Grupo de Trabajo Conjunto sobre el 
Terrorismo —ambos organismos de co-

laboración entre el FBI y otras agencias 
federales de espionaje con divisiones 
de inteligencia o de “contraterrorismo” 
en los departamentos policiales locales; 
el Consejo de la Alianza de Seguridad 
Doméstica (DSAC), que el gobierno 
considera como “una asociación estra-
tégica entre el FBI, el Departamento de 
Seguridad Nacional y el sector privado” 
y el Servicio de Investigación Criminal 
Naval, que dice ser una “organización 
élite mundial para asegurar la aplicación 
de la ley” cuya “misión es investigar y 
derrotar amenazas criminales, de terro-
rismo y de inteligencia extranjeras con-
tra la marina y los Marines en tierra, a 
flote y en el ciberespacio”.

Un objetivo central del espionaje fue-
ron las protestas en puertos de la costa 
oeste del pacífico en diciembre de 2011.

Un “Reporte de Información de 
Coordinación”, del Consejo de la 
Alianza de Seguridad Doméstica, que 
declara que su propósito es “informar 
sobre este tipo de actividad criminal”, 
informó que los grupos de Ocupar es-
tán organizando protestas pacíficas en 
puertos en Los Angeles, San Diego, 
Houston, Portland, Seattle, Tacoma y 
Vancouver.

El informe se enfoca de manera parti-
cular en la posible cooperación entre los 
manifestantes y miembros del sindicato 
de estibadores ILWU. “El Servicio de 
Investigación Criminal Naval ha dicho 
que las acciones del movimiento OWS 
(Ocupar Wall Street) puede que sean o 
no coordinadas con acciones obreras 
organizadas en los puertos afectados”, 
escribe el autor anónimo del consejo.

Un “Informe de Inteligencia” emitido 
en Los Angeles el 20 de octubre reporta 
sobre un mitin que el FBI organizó con 
alguaciles de condados locales y poli-
cías del Buró de Seguridad de Transito 
de Los Angeles. El agente especial del 
buró observó que han aumentado las 
confrontaciones con gente “verbalmen-
te abusiva” en el transporte público que 
confrontan a los policías sobre golpi-
zas de prisioneros en las cárceles del 
Departamento de Alguaciles de Los 
Angeles (LASD).

El agente del FBI expresó preocupa-
ción por lo que sucedería si “manifestan-
tes de Ocupar Wall Street se mezclaran 
con individuos más violentos molestos 
por el presunto maltrato de prisioneros 
en las cárceles de LASD”.

Archivos FBI revelan espionaje a ‘Ocupar’
Viene de la portada
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